
 

 

DIRECCIÓN DE LITIGACIÓN ESTRATÉGICA CASACIÓN Y REVISIÓN 
Banco de Resoluciones en temas de Litigio Estratégico - 2023 

 
JURISPRUDENCIA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

Caso Boleso vs. Argentina 
(Excepciones preliminares, Fondo y Reparaciones) 

 

TRIBUNAL Corte Interamericana de Derechos Humanos, 22 de mayo de 2023. 

MATERIA Constitucional - Acción de amparo contra el Estado de la Provincia de Corrientes. 

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA   

Por medio de la Defensoría Pública Interamericana por medio de las defensoras 
Gisela Natalia Gauna Wirz y Rosmy Cáceres. 

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho a las garantías judiciales y a la protección judicial. 

BREVE RELACION DE LOS HECHOS El 21 de septiembre de 2021 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante “la Comisión”), sometió el caso Héctor Hugo Boleso contra la 
República de Argentina (en adelante “el Estado” ante la Corte Interamericana. De 
acuerdo con la Comisión, el caso se relaciona con las alegadas violaciones a la 
Convención Americana, que habrían sido cometidas debido a la demora en el 
trámite de una acción de amparo relativa a la remuneración del señor Boleso, 
quien se desempeñaba como juez laboral en la provincia de Corrientes. A juicio 
de la Comisión, el retraso de más de 21 años en el trámite del recurso judicial 
vulneró la garantía del plazo razonable e implicó la violación de los derechos a la 
protección judicial y a las garantías judiciales del señor Boleso.  
 
Trámite ante la Comisión. - El trámite seguido ante la Comisión fue el siguiente: 
a. Petición. - El 6 de mayo de 1997 el señor Héctor Hugo Boleso presentó una 
petición ante la Comisión Interamericana. 
b. Informe de Admisibilidad. - El 24 de septiembre de 1998 la Comisión declaró la 
admisibilidad del caso y notificado a las partes el 14 de octubre de 1998. 
c. Informe de Fondo. - El 10 de septiembre de 2020 la Comisión aprobó el Informe 
de Fondo No. 245/20. 
d. Notificación al Estado. - El Informe de Fondo fue notificado al Estado mediante 
comunicación de 21 de diciembre de 2020, en la que se le otorgó un plazo de dos 
meses para informar sobre el cumplimiento de las recomendaciones. Al término 
del plazo, la Comisión otorgó dos prórrogas al Estado. El 7 de septiembre de 2021 
el Estado solicitó una tercera prórroga que no fue otorgada. La Comisión 
consideró que, luego de nueve meses de notificado el Informe de Fondo, el Estado 
no había informado sobre la adopción de acciones concretas e idóneas orientadas 
al cumplimiento de las recomendaciones. 
 
El 21 de septiembre de 2021 la Comisión sometió los hechos y violaciones de 
derechos humanos descritos en el Informe de Fondo a la jurisdicción de la Corte 
Interamericana, teniendo en cuenta “la necesidad de justicia y reparación para la 
presunta víctima”. 
 
La Comisión solicitó a la Corte que concluya y declare al Estado es responsable por 
la violación de los derechos a la protección judicial y a las garantías judiciales, 
reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación 
con las obligaciones establecidas en el artículo 1.1 del mismo instrumento, en 
perjuicio del señor Héctor Hugo Boleso. Este Tribunal nota con preocupación que, 
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entre la presentación de la petición inicial ante la Comisión y el sometimiento del 
caso ante la Corte, han transcurrido más de veinticuatro años. 
 
El sometimiento del caso fue notificado a las representantes de la presunta 
víctima y al Estado el 12 de noviembre de 2021. 
 
El 12 de enero de 2022 las representantes presentaron su escrito de solicitudes, 
argumentos y pruebas solicitando que se declare la responsabilidad internacional 
del Estado por la violación de los derechos a las garantías judiciales y a la 
protección judicial, establecidos en los artículos 8 y 25 de la Convención 
Americana. Además, pidieron a la Corte que declare la violación de los artículos 1 
y 21 del mismo instrumento y la adopción de medidas de reparación. 
 
El 18 de abril de 2022 el Estado presentó su escrito de contestación al 
sometimiento del caso y al escrito de solicitudes y argumentos, en el cual 
interpuso dos excepciones preliminares y se opuso a las violaciones alegadas y a 
las de medidas de reparación solicitadas. Las representantes presentaron 
observaciones a las excepciones preliminares planteadas por el Estado el 7 de 
junio de 2022. La Comisión Interamericana remitió sus observaciones el 8 de junio 
de 2022.  
 
Mediante Resolución de 6 de marzo de 2023, el Presidente de la Corte, de 
conformidad con la facultad que le otorga el artículo 50.1 del Reglamento, resolvió 
no convocar a audiencia pública en el presente caso y solicitar que la declaración 
de la presunta víctima, de cuatro testigos y de un perito fueran rendidas mediante 
afidávit.  
 
El 21 de marzo de 2023, por instrucciones del Presidente de la Corte, se solicitó al 
Estado el envío de prueba para mejor resolver. El Estado presentó la 
documentación requerida el 29 de marzo de 2023. Mediante comunicación de 31 
de marzo siguiente, se remitió a las representantes y a la Comisión la prueba 
presentada por el Estado y se les dio plazo para presentar observaciones con sus 
alegatos y observaciones finales escritas, respectivamente. Ni las representantes 
ni la Comisión presentaron observaciones.  
 
Los días 26 y 29 de abril 2023 el Estado y las representantes, respectivamente, 
remitieron a la Corte sus alegatos finales escritos. El Estado adjuntó un anexo a su 
escrito. La Comisión, por su parte, presentó sus observaciones finales escritas el 1 
de mayo de 2023. Por instrucciones del Presidente de la Corte se solicitó a las 
representantes y a la Comisión que remitieran las consideraciones que estimaran 
pertinentes sobre la documentación anexa remitida por el Estado. El 8 de mayo 
de 2023 las representantes presentaron sus observaciones. Indicaron que la 
documentación anexa “no debía ser admitida por resultar extemporánea” En la 
misma fecha la Comisión indicó no tener observaciones.  
 
La Corte deliberó la presente sentencia el 22 de mayo de 2023.  
 
Hechos 
El señor Héctor Hugo Boleso era juez laboral de primera instancia de la provincia 
de Corrientes. El 21 de febrero de 1990 interpuso una acción de amparo contra la 
Provincia de Corrientes por la afectación a la intangibilidad de su remuneración 
como juez, resultado de la hiperinflación. En agosto de 1992, en decisión de 



 

 

segunda instancia, se le concedió el amparo solicitado. La Provincia de Corrientes 
interpuso un recurso extraordinario federal contra esa decisión, el cual fue 
rechazado en agosto de 1997. Sin embargo, cuando el señor Boleso intentó 
ejecutar la sentencia de amparo, el Superior Tribunal de Justicia de Corrientes le 
informó que la decisión de amparo era meramente declarativa y que no había 
condena a pago. Luego de interponer los recursos correspondientes, la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, mediante decisión de agosto de 2003, dejó sin 
efecto la sentencia que afirmaba el carácter declarativo del amparo y ordenó 
dictar un nuevo fallo.  En junio de 2004 el Superior Tribunal de Justicia de 
Corrientes dictó una nueva sentencia en la ordenó realizar el pago de lo debido, 
lo que ocurrió en marzo de 2011 conforme a la liquidación hecha por el señor 
Boleso.   

FUNDAMENTOS DE DERECHO Art. 1.1, 8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos  

CONTEXTO SOCIAL Y ECONÓMICO 
DEL CASO 

Acceso a la justicia. 

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

o Convención Americana sobre Derechos Humanos  

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN DE LA CORTE 

Derecho a las Garantías Judiciales y a la Protección Judicial, en relación con el 
artículo 1.1. de la Convención Americana 
46. La Corte reitera que el derecho a las garantías judiciales implica que la solución 
de la controversia se produzca en un tiempo razonable, y que una demora 
prolongada puede llegar a constituir, por sí misma, una violación de este derecho. 
La Corte también ha establecido que la evaluación del plazo razonable se debe 
analizar en cada caso concreto, en relación con la duración total del proceso, 
incluyendo los recursos de instancia que pudieran presentarse. De esta manera, 
se han considerado cuatro elementos para analizar si se cumplió con la garantía 
del plazo razonable, a saber: (i) la complejidad del asunto, (ii) la actividad procesal 
del interesado, (iii) la conducta de las autoridades judiciales, y (iv) la afectación 
generada en la situación jurídica de la presunta víctima. La Corte recuerda que 
corresponde al Estado justificar, con fundamento en los criterios señalados, la 
razón por la cual ha requerido del tiempo transcurrido para tratar los casos y, en 
la eventualidad de que este no lo demuestre, la Corte tiene amplias atribuciones 
para hacer su propia estimación al respecto. 
 
47. Para establecer si en este caso se violó la garantía del plazo razonable, le 
corresponde a la Corte analizar, en primer lugar, la duración total del proceso. Al 
respecto, encuentra que la acción de amparo fue interpuesta el 21 de febrero de 
1990, mientras que el pago de lo debido se hizo el 4 de marzo de 2011. Lo que 
indica que el proceso tuvo una duración total de más de 21 años. Ahora bien, la 
Constitución Nacional de la República Argentina sostiene en su artículo 43 que 
“[t]oda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre 
que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de 
autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, 
restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y 
garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley […]” (negrillas 
fuera del texto). Pese a lo anterior, el señor Boleso obtuvo una primera decisión 
en firme el 4 de agosto de 1997, esto es, siete años después de haber interpuesto 
el amparo, cuando el Superior Tribunal de Justicia rechazó el Recurso 
Extraordinario Federal invocado por la Provincia de Corrientes. Además, entre la 
interposición del Recurso Extraordinario Federal y la decisión transcurrieron 5 
años, en los cuales no se evidencia actividad procesal diferente a las solicitudes 



 

 

de impulso hechas por el apoderado de la presunta víctima (supra párr. 32). Por 
otra parte, la Corte nota que, entre el momento en que el señor Boleso inició el 
expediente administrativo de cobro de lo debido y el momento del pago 
trascurrieron más de dos años, durante los cuales tampoco se evidencia actividad 
procesal diferente a las solicitudes de impulso del apoderado de la presunta 
víctima. 
 
48. En segundo lugar, en relación con los elementos que permiten analizar una 
violación al plazo razonable, la Corte encuentra, sobre la complejidad del asunto, 
que, si bien este tuvo dificultades operativas, debido a que exigió el 
nombramiento de conjueces, ello no justifica una tardanza de más de 21 años. 
Además, la Corte nota que a lo largo del proceso se presentaron periodos de 
inactividad que no fueron justificados por el Estado y durante los cuales el señor 
Boleso presentó diversas solicitudes de impulso procesal que no fueron atendidas 
(supra párrs. 32 y 36). Esto último asunto se relaciona con la actividad procesal 
del interesado, que en este caso estuvo orientada al impulso del proceso. En ese 
sentido, no se evidencia ninguna conducta del señor Boleso destinada a dilatar el 
trámite del proceso, por el contrario, las solicitudes realizadas demuestran su 
interés en obtener una respuesta rápida. En lo relacionado con la conducta de las 
autoridades judiciales, no se evidencia que estuviese encaminada a la demora del 
proceso, sin embargo, no reflejó el interés de la administración de justicia por 
resolver este asunto de forma rápida y expedita, como exigía la Constitución. Por 
último, la Corte encuentra que el retraso en la decisión le habría causado al señor 
Boleso una lesión patrimonial y habría afectado su derecho a la propiedad, según 
será analizado en el siguiente apartado (infra párrs. 53 a 56). 
 
49. Por otra parte, la Corte no cuenta con elementos para analizar los alegatos de 
las representantes sobre la violación del derecho a las garantías judiciales, en 
relación con los principios de idoneidad, competencia e independencia judicial, 
debido a la designación del conjuez que resolvió el amparo en primera instancia y 
a la conformación del STJC al momento de emitir la decisión No. 302 de 2000, ni 
sobre la violación a la prohibición de discriminación, debido a que en casos 
similares a los del señor Boleso los jueces habrían fallado de forma distinta. En 
consecuencia, no se pronunciará al respecto. 
 
50. En virtud de lo expuesto, la Corte concluye que el señor Héctor Hugo Boleso 
no fue oído dentro de un plazo razonable. Además, en el caso concreto el amparo 
no fue un recurso sencillo y rápido. Por consiguiente, el Estado es responsable por 
la violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial 
contenidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1.1 del mismo instrumento. 
 
Derecho a la propiedad, en relación con el artículo 1.1. De la Convención Americana 
54. En este caso, las representantes alegaron que la disminución en el valor de los 
salarios del señor Boleso impactó el derecho al uso y goce de sus bienes, mientras 
que el Estado sostuvo que el monto pagado al señor Boleso como resultado de la 
acción de amparo corresponde a un cálculo realizado por él mismo, e incluyó los 
intereses respectivos, por lo que no se configura la violación alegada. La Corte 
encuentra que le asiste razón al Estado, en la medida en que al señor Boleso le 
fueron reconocidos los montos dejados de percibir según el cálculo que él mismo 
aportó. Sin embargo, lo que se discute es si durante los 21 años que duró el 



 

 

trámite de la acción de amparo, se violó su derecho a la propiedad por no 
habérsele pagado el salario que efectivamente le correspondía. 
 
55. Al respecto, la Corte reitera su jurisprudencia en el sentido de que las 
remuneraciones salariales integran el patrimonio de las personas. En ese sentido, 
por ejemplo, en el caso Abrill Alosilla y otros Vs. Perú declaró la violación del 
derecho a la propiedad, debido a que la falta de protección judicial a las víctimas 
afectó su derecho a gozar integralmente de la propiedad sobre sus 
remuneraciones. Sin perjuicio de lo anterior, este Tribunal encuentra que la 
violación al derecho a la propiedad del señor Boleso fue reparada en el orden 
interno mediante el pago de la suma adeudada, debidamente actualizada y con 
intereses (supra párr. 41).  
  
56. En consecuencia, la Corte no declarará la violación del artículo 21 de la 
Convención Americana en perjuicio del señor Héctor Hugo Boleso, en relación con 
el artículo 1.1 del mismo Tratado. 
 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

A. Parte lesionada 
59. Este Tribunal considera parte lesionada, en los términos del artículo 63.1 de la 
Convención, a quien ha sido declarado víctima de la violación de algún derecho 
reconocido en la sentencia. Por lo tanto, esta Corte considera como “parte 
lesionada” al señor Héctor Hugo Boleso quien, en su carácter de víctima de las 
violaciones declaradas en el capítulo VII de la presente Sentencia, será 
beneficiario de las reparaciones que la Corte ordene.  
 
B. Medidas de Satisfacción 
63. La Corte dispone, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado publique, en 
el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, 
en un tamaño de letra legible y adecuado: a) el resumen oficial de la presente 
Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el Diario Oficial; b) el 
resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, 
en un medio de comunicación de amplia circulación nacional en un tamaño de 
letra legible y adecuado y c) la presente Sentencia en su integridad, disponible por 
un período de un año, en los sitios web del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
Comercio Internacional y Culto de Argentina y del Gobierno de la Provincia de 
Corrientes. También, en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación 
de la Sentencia, d) el Estado deberá dar publicidad a la Sentencia de la Corte en 
las cuentas en redes sociales del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio 
Internacional y Culto de Argentina y del Gobierno de la Provincia de Corrientes. 
Las publicaciones deberán indicar que la Corte Interamericana ha emitido una 
Sentencia en el presente caso declarando la responsabilidad internacional del 
Estado e indicar el enlace en el cual se puede acceder de manera directa a su texto 
completo. Esta publicación deberá realizarse por al menos cinco veces por parte 
de cada institución, en un horario hábil, así como permanecer publicada en sus 
perfiles en las redes sociales. El Estado deberá informar de forma inmediata a este 
Tribunal una vez proceda a realizar cada una de las publicaciones dispuestas, 
independiente del plazo de un año para presentar su primer informe, según lo 
dispuesto en el punto resolutivo 8 de esta Sentencia.  
 
C. Otras medidas solicitadas 
67. La Corte considera que la emisión de la presente Sentencia y las reparaciones 
ordenadas en este capítulo resultan suficientes y adecuadas para remediar las 



 

 

violaciones sufridas por la víctima, por lo que no estima necesario ordenar 
medidas adicionales.  
 
D. Indemnizaciones compensatorias 
71. Esta Corte ha desarrollado en su jurisprudencia el concepto de daño material 
y ha establecido que supone la pérdida o detrimento de los ingresos de las 
víctimas y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal 
con los hechos del caso. Ahora bien, las representantes no aportaron prueba 
relativa a los montos correspondientes al daño material ni inmaterial. Por esa 
razón esta Corte fija en equidad la suma de USD$ 10.000,00 (diez mil dólares de 
los Estados Unidos de América) como indemnización por los daños materiales e 
inmateriales sufridos por el señor Boleso.  
 
E. Costas y gastos 
75. La Corte reitera que, conforme a su jurisprudencia, las costas y gastos hacen 
parte del concepto de reparación, toda vez que la actividad desplegada por las 
víctimas con el fin de obtener justicia, tanto a nivel nacional como internacional, 
implican erogaciones que deben ser compensadas cuando la responsabilidad 
internacional del Estado es declarada mediante una sentencia condenatoria. En 
cuanto al reembolso de las costas y gastos, corresponde al Tribunal apreciar 
prudentemente su alcance, el cual comprende los gastos generados ante las 
autoridades de la jurisdicción interna, así como los generados en el curso del 
proceso ante el sistema interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias del 
caso concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de protección de 
derechos humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base en el principio 
de equidad y tomando en cuenta los gastos señalados por la partes, siempre que 
su quan tum sea razonable. 
 
76. Este Tribunal ha señalado que las pretensiones de las víctimas o sus 
representantes en materia de costas y gastos y las pruebas que las sustentan, 
deben presentarse a la Corte en el primer momento procesal que se les concede, 
esto es, en el escrito de solicitudes y argumentos, sin perjuicio de que tales 
pretensiones se actualicen en un momento posterior, conforme a las nuevas 
costas y gastos en que se haya incurrido con ocasión del procedimiento ante esta 
Corte. Asimismo, la Corte reitera que no es suficiente la remisión de documentos 
probatorios, sino que se requiere que las partes hagan una argumentación que 
relacione la prueba con el hecho que se considera representado, y que, al tratarse 
de alegados desembolsos económicos, se establezcan con claridad los rubros y su 
justificación. 
 
77. En el presente caso, no consta en el expediente respaldo probatorio en 
relación con las costas y gastos en los cuales incurrió la víctima en el trámite de 
este caso en el orden interno. Ante la falta de comprobantes de estos gastos, el 
Tribunal resuelve ordenar, en equidad, el pago de USD$ 2.000,00 (dos mil dólares 
de los Estados Unidos de América) por concepto de costas y gastos en los que 
incurrió el señor Héctor Hugo Boleso durante el trámite de este caso en la 
jurisdicción interna. Por otra parte, durante el trámite de este caso ante la Corte 
Interamericana, la víctima contó con la asistencia de la Defensoría Pública 
Interamericana (supra párr. 5), que ejerce la representación legal gratuita de las 
presuntas víctimas ante esta Corte. Por lo anterior, no corresponde ordenar el 
pago de costas y gastos en lo relacionado con el trámite ante esta instancia. 
 



 

 

F. Reintegro de gastos al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas de la Corte 
Interamericana 
79. Mediante nota de la Secretaría del Tribunal de 16 de mayo de 2022, siguiendo 
instrucciones de la Presidencia de la Corte, se declaró procedente la solicitud del 
señor Boleso de acogerse al Fondo de Asistencia Legal a Víctimas. Ahora bien, 
según se informó al Estado mediante nota de Secretaría de la Corte CIDH-ADM-
0389-23 de 19 de mayo de 2023, “el Fondo de Asistencia Legal de Víctimas […] no 
incurrió en gastos relacionados con este caso”. Por lo anterior, no se dará al 
Estado una orden referida al reintegro a dicho Fondo. 
 
G. Modalidad de cumplimiento de los pagos ordenados 
80. El Estado deberá efectuar el pago de las indemnizaciones ordenadas por 
concepto de daño material e inmaterial establecidas en la presente Sentencia, 
directamente al señor Boleso, en el plazo de un año, contado a partir de la 
notificación del presente fallo. 
 
81. En caso de que el beneficiario fallezca antes de que le sean entregadas las 
indemnizaciones respectivas, estas se pagarán directamente a sus 
derechohabientes, conforme al derecho interno aplicable. 
 
82. El Estado debe cumplir sus obligaciones monetarias mediante el pago en 
dólares de los Estados Unidos de América o, de no ser esto posible, en su 
equivalente en moneda argentina, utilizando para el cálculo respectivo la tasa más 
alta y más beneficiosa para el beneficiario que permita el ordenamiento interno, 
vigente al momento del pago. Durante la etapa de supervisión de cumplimento 
de la sentencia, la Corte podrá reajustar prudentemente el equivalente de estas 
cifras en moneda argentina, con el objeto de evitar que las variaciones cambiarias 
afecten sustancialmente el valor adquisitivo de esos montos. 
 
83. Si por causas atribuibles al beneficiario de las indemnizaciones o a sus 
derechohabientes no fuese posible el pago de las cantidades determinadas dentro 
del plazo indicado, el Estado consignará dichos montos a su favor en una cuenta 
o certificado de depósito en una institución financiera argentina solvente, en 
dólares de los Estados Unidos de América, y en las condiciones financieras más 
favorables que permitan la legislación y la práctica bancaria. Si no se reclama la 
indemnización correspondiente una vez transcurridos diez años, las cantidades 
serán devueltas al Estado con los intereses devengados. 
 
84. Las cantidades asignadas en la presente Sentencia como indemnización por 
daños materiales e inmateriales deberán ser entregadas a la persona indicada en 
forma íntegra, conforme a lo establecido en esta Sentencia, sin reducciones 
derivadas de eventuales cargas fiscales. 
 
85. En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un interés sobre la 
cantidad adeudada correspondiente al interés bancario moratorio en la República 
Argentina. 
 

FALLO LA CORTE  
DECIDE,  
Por unanimidad: 



 

 

1. Desestimar la excepción preliminar relativa a la alegada improcedencia de la 
denuncia por falta de objeto de conformidad con los párrafos 17 a 18 de esta 
Sentencia. 
2. Desestimar la excepción preliminar relativa a la falta de agotamiento de los 
recursos internos, de conformidad con los párrafos 23 a 24 de esta Sentencia. 
 
DECLARA,  
Por unanimidad, que:  
3. El Estado es responsable por la violación de los derechos a las garantías 
judiciales y protección judicial, reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 
del mismo Tratado, en perjuicio del señor Héctor Hugo Boleso, en los términos de 
los párrafos 46 a 50 de la presente Sentencia. 
4. El Estado no es responsable por la violación del derecho a la propiedad, 
reconocido en el artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en relación con el artículo 1.1 del mismo Tratado, en perjuicio del señor 
Héctor Hugo Boleso, en los términos de los párrafos 53 a 56 de la presente 
Sentencia. 
 
Y DISPONE:  
Por unanimidad, que:  
5. Esta Sentencia constituye, por sí misma, una forma de reparación. 
6. El Estado realizará las publicaciones indicadas en el párrafo 63 de la presente 
Sentencia. 
7. El Estado pagará las cantidades fijadas en los párrafos 71 y 77 de la presente 
Sentencia, por concepto de indemnizaciones por daños materiales e inmateriales 
y por el reintegro de costas y gastos, en los términos de los párrafos 80 a 85 de la 
presente Sentencia. 
8. El Estado, dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de esta 
Sentencia, rendirá al Tribunal un informe sobre las medidas adoptadas para 
cumplir con la misma, sin perjuicio de lo establecido en el párrafo 63 de la 
presente Sentencia. 
9. La Corte supervisará el cumplimiento íntegro de esta Sentencia, en ejercicio de 
sus atribuciones y en cumplimiento de sus deberes conforme a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, y dará por concluido el presente caso una 
vez que el Estado haya dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en la misma. 
 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

Unanimidad de los Jueces: Ricardo C. Pérez Manrique, Eduardo Ferrer Mac-
Gregor Poisot,  Humberto Antonio Sierra Porto, Nancy Hernández López, Patricia 
Pérez Goldberg y Rodrigo Mudrovitsch. 

VOTOS CONCURRENTE: No aplica 
 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK 
DE LA CORTE IDH 

https://www.diarioconstitucional.cl/wp-content/uploads/2023/08/sentencia-
Corte-Interamericana-de-Derechos-Humanos-caso-Boleso-VS.-Argentina..pdf 
 

Elaborado por:  
Abg. Jean David Jaramillo 
 
 
Revisado por: 
Dra. María  Helena Villarreal. 
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